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Interrupción voluntaria del embarazo y derechos reproductivos. 

15. El Estado parte debe: 

a) Modificar su legislación para garantizar el acceso legal, seguro y efectivo 

a la interrupción voluntaria del embarazo cuando la vida o la salud de la mujer o 

niña embarazada estén en riesgo, y cuando llevar a término el embarazo podría 

ocasionar un daño o sufrimiento sustancial a la mujer o niña embarazada, 

especialmente en los casos en que el embarazo sea el resultado de una violación 

o incesto o cuando no sea viable; 

b) Velar por que las mujeres y niñas que hayan recurrido al aborto y los 

médicos que les presten asistencia no sean objeto de sanciones penales, dado 

que tales sanciones obligan a las mujeres y niñas a recurrir al aborto en 

condiciones poco seguras; 

c) Garantizar el acceso pleno a los servicios de salud sexual y reproductiva, 

a anticonceptivos de emergencia y a una educación integral en sexualidad para 

sensibilizar a hombres, mujeres, niños y niñas en todo el país; 

d) Asegurar que se sigan todos los procedimientos para obtener el 

consentimiento pleno e informado de las personas con discapacidad en la 

práctica de esterilización o aborto.  

 


